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Capítulo 11
Transformaciones territoriales 
e inversiones masivas en tierras: 
un marco de análisis a partir del caso 
de la altillanura colombiana

1Stefan Ortiz*

Las investigaciones sobre las adquisiciones masivas de tierras en 
Colombia y su vínculo con la acumulación ilegal de terrenos bal-

díos, así como los planteamientos del primer punto del Acuerdo de 
Paz de La Habana sobre la reforma rural integral y su implementa-
ción, han renovado los debates sobre la diversidad de relaciones terri-
toriales, sus transformaciones y la necesidad de promover la gestión 
participativa. A la par, el país vive momentos de expresión social que 
se traducen en manifestaciones y consultas populares que reflejan la 
apertura de espacios reflexivos en respuesta a los múltiples intereses 
que confluyen en los territorios. Se establecen nuevos escenarios de 
conflictos posacuerdo, en los que la comprensión de las transformacio-
nes territoriales juega un papel fundamental para ayudar a construir 

*	 Economista. M. Sc. en Estudios del Desarrollo, Universidad de la Sorbona, 
París 1. Miembro del grupo de investigación Estepa de la Facultad de Ciencias 
Humanas de la Universidad Nacional de Colombia. Correo electrónico: 
sortizp@unal.edu.co.



356

Las huellas del desarrollo

propuestas de acción local y colectiva que permitan equilibrar los po-
deres y discursos políticos. 

Las inversiones extranjeras en tierras rurales colombianas hacen 
parte de las dinámicas de reconfiguración de las realidades económi-
cas, socioculturales y geográficas, en las que los contextos globales re-
percuten en las escalas locales. Esto implica desafíos para Colombia 
en la implementación de enfoques territoriales de desarrollo rural en 
contextos regionales caracterizados por las distintas formas de enten-
der la tierra y las relaciones socioecológicas. Por lo tanto, se considera 
importante analizar las transformaciones suscitadas por las inversio-
nes desde enfoques integrales que generen información relevante para 
la regulación de estos fenómenos y que vinculen las iniciativas jalo-
nadas por los habitantes de los territorios con los que se materializan 
las posibilidades de paz.

Este capítulo propone un marco de análisis de los efectos territo-
riales de las inversiones masivas en tierras en Colombia, a partir del 
cual se pueda motivar y dialogar con investigaciones que se articulan 
con las estrategias existentes y potenciales de acción colectiva. En una 
primera parte, se describen las dinámicas globales de adquisiciones ma-
sivas de tierras como parte del desarrollo de una crisis múltiple, en un 
marco teórico relacionado con la renta económica y la acumulación de 
capital. En un segundo momento, se describen las consecuencias territo-
riales a la luz de las transformaciones de las relaciones socioculturales 
y ambientales con la tierra y los bienes de uso común. Finalmente, se 
analiza el caso colombiano con énfasis en las manifestaciones de esas 
transformaciones en los pueblos indígenas sikuanis de la región de la 
altillanura. El estudio de caso fue desarrollado a partir de la revisión 
documental y de entrevistas semiestructuradas realizadas a actores so-
ciales y académicos en la región a lo largo del año 2016. El capítulo 
cierra con algunas reflexiones sobre la necesidad de reconocer, en la 
investigación y la acción colectiva, la diversidad de miradas sobre los 
territorios que se manifiestan en alternativas emergentes lideradas por 
sociedades en diálogo intercultural.

Este análisis permite dar continuidad a los planteamientos desarro
llados con la participación del autor en el marco conceptual sobre con-
centración y extranjerización de tierras productivas en Colombia (Vega 
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et al., 2017). En este, se propusieron lineamientos metodológicos con un 
enfoque de riesgos asociados a las inversiones en tierras rurales con re-
comendaciones de política pública. El presente capítulo permite com-
pletar ese marco de análisis proponiendo un enfoque socioecológico 
y de ontología política relacionados con las transformaciones de las 
realidades territoriales. En ambos casos, se presentan propuestas ini-
ciales con el ánimo de dialogar con investigaciones existentes y por 
realizar, que permitan profundizaciones futuras.

Las adquisiciones masivas de tierra 
en el marco de una crisis global del capital

Acaparamiento de tierras y renta económica

Las dinámicas económicas en torno al acaparamiento de tierras están 
mediadas por la renta como un elemento motivador de la acumulación 
de capital. La renta se entiende como el monto que se paga al propieta-
rio de un factor de producción por encima de la cantidad mínima nece-
saria para mantenerlo en su ocupación actual (Spencer, 1993). Se trata 
de un excedente que no corresponde directamente al esfuerzo que se 
requiere para producir (Stiglitz, 1996, citado en Garay et al., 2013, 
p. 173). La renta se puede generar mediante la incorporación de mé-
todos de producción más eficientes sin aumentar la cantidad de capital 
productivo o por una evolución favorable de los precios de mercado. 

La oferta de tierra es determinada por factores naturales y su repro-
ducción no es resultado del trabajo humano. Este puede abrir nuevas 
fronteras agropecuarias o adecuar los suelos para la agricultura, sin em-
bargo la oferta total de tierra tiene un límite. Además, su disponibilidad 
como factor de producción depende de interacciones ecológicas que 
definen su fertilidad y capacidad de reproducción (Zuberman, 2013). 
A su vez, los factores humanos pueden limitar su acceso y generar es-
casez. Por estas razones, se trata de un bien esencialmente monopoliza
ble, lo que implica que su precio pueda aumentar sin necesariamente 
involucrar esfuerzos productivos. La demanda creciente de alimen-
tos impulsa el uso de una mayor cantidad de tierra para producirlos, 
ocupando suelos cada vez menos fértiles y más escasos o marginales 
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(Teubal, 2006, p. 5). La consecuente disminución de la productividad 
agrícola causa una tendencia decreciente en las tasas de ganancia de 
los productores, lo que afecta la capacidad de acumulación de capital1, 
como lo explicó David Ricardo en el siglo xix.

En ese contexto, los inversionistas motivados por la búsqueda de 
una mayor renta tienen distintas opciones y pueden combinarlas para 
obtenerla. La primera es la renta absoluta, que resulta de la escasez 
inducida a partir del acaparamiento especulativo, el cual restringe la 
oferta y el acceso a la tierra y aumenta su precio (Garay et al., 2013). 
La segunda opción es la renta llamada tipo 1, que proviene de la explo
tación de las tierras más fértiles y mejor ubicadas, que permiten una 
mayor productividad. La tercera es la renta tipo 2, que se obtiene de 
mejoras productivas o adecuaciones que ayudan a reducir los costos 
de producción (Upra - ieu, 2014). Finalmente, existe una renta que 
es efecto de los niveles de precios: los productos agrícolas cultivados 
en las mejores tierras pueden producirse más barato, sin embargo, 
buscan igualar los precios de los productos de las peores tierras que 
tienden a ser mayores por los elevados costos de producción. Así, las 
peores tierras definen el precio regulador del mercado y, por tanto, 
el capital invertido en las más fértiles y productivas obtiene una renta 
extraordinaria (Ruíz, 2002). 

En consecuencia, la captación de rentas promueve la inversión pero 
también la concentración y el acaparamiento de tierras (Teubal, 2006), 
en la medida en que mientras más tierra se posee más posibilidades 
existen de combinar distintos tipos de renta2. 

Paradójicamente, el uso de la tierra agota su fertilidad y con ello 
la productividad agrícola, lo que crea una necesidad de adquirir más 
tierra (la renta de tipo 1 se hace más difícil de obtener). La búsqueda 

1	 Entendida como un proceso de inversión de capital, dentro de procesos produc-
tivos, que a su vez genera nuevo capital físico, de trabajo, financiero, humano 
o social (Marini, 1979; Toro, 1974). 

2	 De esto se deriva la necesidad de diseñar sistemas tributarios con los que los 
Estados capten las rentas para el bienestar general, en especial las que no 
provienen de mayores esfuerzos productivos tales como la renta absoluta y la 
renta tipo 1 (Upra - ieu, 2014; Garay et al., 2013).
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de renta genera su propio límite. Varios autores han alertado sobre la 
reducción en la productividad agrícola por la explotación intensiva de 
los suelos y de la biodiversidad3 (Griffon, 2006; Altieri y Toledo, 2010). 
Esta situación se suma a diversas crisis de tipo productivo, ambiental 
y económico que explican en gran medida el proceso actual de adquisi-
ción en tierras a gran escala como parte de las estrategias de encontrar 
salidas de inversión.

Aunque la búsqueda de rentas es inherente a la acumulación de 
capital, la mirada a la tierra únicamente bajo esa lógica genera diná-
micas de sobreexplotación, acaparamiento y concentración. La priva-
tización y mercantilización de la tierra, como se verá más adelante, 
guiadas por la lógica rentista, crea riesgos de expulsión de poblaciones 
rurales, de negación del acceso a bienes de uso común y de sustitución 
de derechos colectivos por derechos exclusivos individuales. Esos pro-
cesos expansivos espacio-temporales de “acumulación por desposesión” 
se dan cuando el capital no logra reinvertir sus excedentes, optando 
por salidas en otros espacios que reconfigura para garantizar la conti-
nuidad del proceso de acumulación (Harvey, 2005, p. 100). 

Las crisis globales y la inversión extranjera en tierras

Diversas crisis convergen a nivel global desde finales del siglo xx 
y tienen consecuencias directas en la demanda creciente por tierras 
rurales (Borras Jr. y Franco, 2012). El aumento relativo de la población 
urbana respecto a la rural crea una mayor presión sobre los sistemas 
agropecuarios para satisfacer la demanda de alimentos, por lo que se 
estima que la producción debería duplicarse hacia 2050 (fao, 2009)4. 
La urbanización y el aumento de la clase media mundial implican 

3	 Existen formas de producir alimentos sin agotar la fertilidad de los suelos 
y contribuir a ponerle fin a esta paradoja, tal como los sistemas agroecológicos. 
(Altieri y Toledo, 2010).

4	 A partir del año 2009, por primera vez la población urbana mundial superó en 
número a la rural (onu, 2009). Según estimaciones de la fao, entre 2010 y 2030, 
aproximadamente 1.8 millones de hectáreas serían puestas en producción a par-
tir de cambios en el uso del suelo, completando cerca de 47 millones de hectá
reas adicionales respecto a las existentes en 2009 (Byerlee y Deininger, 2011).
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cambios en los patrones de alimentación orientados hacia el consumo 
de carnes y aceites vegetales. Estos requieren grandes extensiones de 
tierra para su producción, ya sea en ganadería o monocultivos produ-
cidos en sistemas agrícolas intensivos en el uso de insumos de síntesis 
química (Byerlee y Deininger, 2011). Estos sistemas han propiciado la 
destrucción de la biodiversidad, la fragmentación de paisajes rurales 
y la sobreexplotación de los suelos y el agua, llevando al modelo de 
la revolución verde a su límite productivo y evidenciando su insoste-
nibilidad (Altieri y Toledo, 2010; Bailey, 2013). Esto se refleja en la 
inestabilidad de los precios de los productos agrícolas producto de los 
impactos del cambio climático y de los mayores costos de producción, 
lo que explica en parte las frecuentes crisis alimentarias (fao, 2013, p. 3).

Además de la crisis agrícola y alimentaria, la degradación ecológica 
y el agotamiento de un modelo de desarrollo altamente dependiente 
del petróleo, en gran parte relacionado con la urbanización, propician 
una crisis energética y ambiental. A raíz de esto, varios países han bus-
cado fuentes alternativas de energía como los agrocombustibles. Sin 
embargo, se requiere incorporar tierras para su producción a partir de 
cultivos a gran escala como la caña de azúcar (bioetanol) y la palma 
aceitera (biodiésel), en áreas que solían estar ocupadas por ecosiste-
mas o dedicadas a la producción alimentaria5. Como consecuencia, se 
han acaparado tierras habitadas por poblaciones diversas y expandido 
las fronteras agropecuarias reemplazando ecosistemas y liberando una 
cantidad importante de carbono retenido en los suelos (Kelly, 2012; 
Allaverdian, 2010). 

Igualmente, la tierra se ha consolidado como una ventana de in-
versión para enfrentar el problema de sobreacumulación de capital 
originado principalmente en los países de altos ingresos (Borras Jr. 
y Franco, 2012). La explotación de tierras de diferente calidad en paí-
ses en desarrollo permite obtener rentas por los diferenciales de pro-
ductividad y de precio de la tierra (Garay et al., 2013, p. 178). Esto está 

5	 También se señala a los proyectos forestales y proyectos de conservación a gran 
escala, motivados por los mercados de carbono, como motores de demanda 
insostenible de tierra y acaparamiento verde (Allaverdian, 2010; Cotula, 2012; 
Borras Jr. y Franco, 2012).
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ligado a una mayor concentración del sistema agroalimentario mundial 
en “sistemas corporativos” con integraciones verticales de las cadenas 
de valor, en búsqueda de un control directo de la producción agrícola 
o por motivos de especulación (Cotula, 2012; De Schutter, 2011). 

Estos aspectos explican en parte las inversiones masivas en tierras 
reportadas por el portal Land Matrix (Nolte, Chamberlain y Giger, 
2016). Se estima que, desde el año 2000, se han concluido más de 
1200 acuerdos y entre 30 y 80 millones de hectáreas en el mundo se-
gún distintas investigaciones (Bailey, 2013; Nolte, Chamberlain y Giger, 
2016; fao, 2013). Aunque los mayores receptores de estas inversiones se 
encuentran en África y Asia, Borras et al. (2012) afirman que los casos 
en América Latina están subestimados, ya que los estudios únicamente 
tienen en cuenta inversiones destinadas a la producción alimentaria, 
mientras en este continente puede haber otros objetivos y modalida-
des que no implican una transferencia de propiedad y que son reali-
zados por actores diversos además de Gobiernos o firmas extranjeras 
(fao, 2013; fao, 2014). Borras, Franco, Gómez, Kay y Spoor (2012) 
llaman la atención sobre la necesidad de considerar también esquemas 
de derechos de uso, arrendamientos o agricultura por contrato que no 
necesariamente expulsan a las poblaciones locales. Igualmente, alertan 
sobre el uso de cultivos flexibles que permiten diversificar el portafo-
lio de las empresas inversionistas, cultivando commodities que pue-
den servir de alimento humano, alimento animal, fuente de energía o 
material industrial. Esto permite disminuir el riesgo relacionado con 
la inestabilidad de precios o variaciones climáticas en un proceso de 
financiarización de la tierra (Borras Jr. y Franco, 2012).

Consecuencias territoriales y relaciones 
diversas con la tierra

Privatización y simplificación de las realidades territoriales

Las transacciones sobre la tierra causan transformaciones, conflictos 
de intereses, encuentros de expectativas diferentes y relaciones socia-
les, económicas y culturales con ella. Entenderla exclusivamente como 
una mercancía es una reducción problemática. Karl Polanyi (1957) 
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afirma que se trata de una mercancía ficticia que no puede ser pro-
ducida como tal ni está esencialmente destinada a ser vendida en un 
mercado. De manera más general, llama la atención sobre la comple-
jidad de los fenómenos económicos que, por estar inmersos en siste-
mas sociales y naturales, no deben restringirse a sistemas de mercado. 
Las miradas reduccionistas de la tierra como factor de producción y la 
insistencia en mercantilizarla ignoran su rol como sustento de la vida 
y llevan a la humanidad a círculos viciosos de desorganización social 
aguda (Zuberman, 2013, pp. 62-64).

Como modelo económico predominante, especialmente a partir de 
las décadas de los años 80 y 90, el Banco Mundial promovió la privati-
zación de los derechos de propiedad sobre la tierra considerada como 
mecanismo óptimo para su aprovechamiento y distribución (Byerlee 
y Deininger, 2011; Pistor y De Schutter, 2016). A partir de este, los agen-
tes obtendrían derechos comercializables y la posibilidad de controlar 
y beneficiarse del uso, usufructo o intercambio de la tierra como un 
bien económico. Los derechos privados permiten convertir los recur-
sos como la tierra en capital susceptible de ser monetarizado, mientras 
los que no son reconocidos formalmente no pueden capitalizarse. Por 
ejemplo, un campesino sin propiedad formal difícilmente puede acceder 
a créditos. Esto explica que, para investigadores que promovieron este 
modelo en el mundo, como Hernando de Soto (Lizarzaburu, 2005), la 
pobreza de los países subdesarrollados no pueda superarse mientras 
no exista formalización de la propiedad a partir de su privatización 
(Pistor y De Schutter, 2016). Para que el mercado de tierras funcione, 
los Estados deben garantizar los derechos jurídicos mediante la for-
malización o titulación (Vendryes, 2011), frecuentemente limitadas a 
la transferencia de derechos de lo colectivo a lo individual. Asimismo, 
se requiere garantizar el acceso a la información necesaria para que 
los individuos tomen decisiones sobre su propiedad y realicen inver-
siones productivas (Vendryes, 2011).

Según Byerlee y Deininger (2011), el Banco Mundial ha reconoci-
do la necesidad de implementar el sistema de mercado de tierras pro-
gresivamente para evitar reticencias al cambio, ya que los beneficios 
de la privatización no se perciben inmediatamente. Estos autores afir-
man que los distintos intereses y relaciones de poder sobre la tierra 
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explican la apropiación inequitativa de los beneficios, marginalizando 
a las personas con menor poder de negociación y aprovechando las 
asimetrías de información y las fallas institucionales en un contexto 
de globalización que debilita la capacidad de regulación del Estado 
(Byerlee y Deininger, 2011; De Schutter, 2011). El modelo de mercado 
de tierras no ha mostrado los resultados sociales y económicos espe-
rados (Dwyer, 2015; De Schutter, 2011; Mondragón, 2002). Vendryes 
(2011) afirma que la privatización suele ser costosa y difícil de regu-
lar, por la incertidumbre en torno a las interacciones sociopolíticas 
con la tierra. Para Elinor Ostrom (1990), los sistemas locales de regu-
lación y uso de bienes comunes pueden mostrar una mayor eficiencia 
evitando la sobreexplotación. Asimismo, la falta de incentivos para la 
utilización eficiente de la tierra puede hacer que la privatización con-
lleve a la subutilización o especulación. En algunos casos, la imple-
mentación del mercado de tierras ha incrementado la concentración 
de la tierra (Vendryes, 2011; Mondragón, 2002). Así, las ineficiencias, 
el aumento de la inequidad en el acceso a los recursos productivos, 
la falta de transparencia en los contratos y las relaciones asimétricas 
de poder, son aspectos facilitadores de la concentración y el acapara-
miento (Vega et al., 2017). Esto explica la recomendación del Banco 
Mundial de analizar caso por caso y evaluar la posibilidad de favorecer 
regulaciones colectivas por medio de zonificaciones (Banco Mundial, 
2003), incluyendo sistemas tradicionales de uso y tenencia, registros 
colectivos o fondos comunitarios (Deininger y Byerlee, 2011). 

Olivier De Schutter y Katharina Pistor (2016) mencionan la mirada 
unidimensional a la tierra inherente a la privatización de los derechos 
de propiedad que privilegia la eficiencia y el crecimiento económico 
como mecanismos de distribución. Además de las fallas de mercado 
y la incapacidad de los Estados de implementar políticas compensa-
torias y distributivas, los autores consideran que se están ignoran-
do los valores no económicos de la tierra y de las relaciones sociales. 
El acceso y la tenencia son sustento de la identidad cultural, la inclu-
sión social y la capacidad de adaptación de las sociedades a las crisis 
múltiples (Pistor y De Schutter, 2016).

Limitar la gobernanza de la tierra al desempeño del mercado es 
simplificar su significado sociocultural y ambiental (De Schutter, 2011). 
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Esa mirada homogenizadora se refleja en prácticas políticas y discursos 
fomentados por los Estados para atraer inversiones en tierras con la 
promesa de impulsar el crecimiento económico, el empleo, los ingresos 
fiscales y la transferencia de innovaciones tecnológicas. La atracción 
de capitales extranjeros se apoya en normas de derechos de uso de 
la tierra a largo plazo, incentivos de tasas de interés, mecanismos tri-
butarios y cambiarios para la reducción del riesgo, líneas de crédito 
y proyectos de infraestructura. Estas medidas discriminan a los pe-
queños productores y debilitan su poder de negociación en la medida 
en que los sistemas de precios y de costos favorecen artificialmente a 
los modelos agroindustriales (Garay et al., 2013; Cotula, 2012; Davis, 
D’Odorico y Rulli, 2014). 

Por otro lado, los discursos promueven la idea de que existen regio-
nes con amplias reservas de tierras marginales y vacías, desaprovecha-
das y disponibles para la inversión agrícola potenciada por el músculo 
financiero de los capitales internacionales (Borras Jr. y Franco, 2012). 
Estos planteamientos desconocen las realidades territoriales e ignoran 
los sistemas sociales y culturales de las poblaciones que históricamente 
han ocupado esos espacios. Para favorecer la llegada de la inversión, 
se manipula la realidad geográfica, social y cultural de esos territo-
rios6 (Chouquer, 2011; Borras Jr. y Franco, 2012). Los Estados gene-
ran zonificaciones, esquemas de ordenamiento y planeación territorial 
centralizados, cartografías técnicas y clasificaciones de uso del suelo 
que guían las inversiones en tierras bajo criterios únicos de eficiencia. 
Simultáneamente, los Estados reafirman su autoridad en los territorios, 
procurando afianzar la disponibilidad y la adecuación de las tierras 
para reducir los costos de las inversiones otorgándoles subsidios de 
facto (Dwyer, 2015). Esto genera riesgos mayores de acaparamien-
to y concentración de la tierra en contextos en los que generalmente 

6	 Para Chouquer (2011), las simplificaciones del modelo de mercado de tierras 
favorecen la ficción de las tierras vacías, reflejando una mirada centralizada 
a las realidades geográficas territoriales y ambigüedades sobre lo que es el do-
minio privado del Estado, el dominio público y el dominio privado. El autor 
vincula esto a una herencia del colonialismo en la que las tierras no registradas 
se entienden como sujetas de apropiación.
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predomina la fragilidad e indefinición de derechos de tenencia, la de-
bilidad institucional, los conflictos históricos por la tierra y la presen-
cia de ecosistemas de alto valor sociocultural y ambiental (Edelman, 
2013; Deininger y Byerlee, 2011; Allaverdian, 2010).

El discurso de la disponibilidad de tierras vacías y desaprovecha-
das promueve inversiones ciegas con impactos socioambientales cuya 
responsabilidad se disuelve en esquemas financieros y fiduciarios com-
plejos que permiten a las empresas evadir leyes mientras se benefician 
de los incentivos (Chouquer, 2011; Allaverdian, 2010). Como conse-
cuencia, se transforman las vocaciones y usos de los suelos privile-
giando cultivos de exportación y dinámicas especulativas, acuerdos 
opacos, corrupción a distintos niveles, acaparamiento por despojo 
y violación de derechos de las poblaciones y reversión de los frágiles 
procesos redistributivos (Borras Jr. y Franco, 2012; Borras et al., 2012). 
La posibilidad de regular estas inversiones se dificulta por la falta de 
transparencia, de registro y de acceso a la información y la escasa 
voluntad política de los Gobiernos (Deininger y Byerlee, 2011).

De acuerdo con Chouquer (2011), en el mundo prevalecen siste-
mas de tenencia híbridos e informales, en una diversidad de formas de 
gestión descentralizada que no se limitan al mercado y que resultan del 
diálogo y el entendimiento de la pluralidad de relaciones con la tierra. 
Varios autores han señalado la necesidad de incluir sistemas tradicio-
nales de registro de derechos de uso que faciliten el acceso a la tierra 
y al crédito sin forzar la privatización (Chouquer, 2011; fao, 2012). 
La gestión participativa territorial permite evitar la simplificación de las 
realidades geográficas y socioculturales en relación con la tierra, reco-
nociendo las capacidades de las poblaciones locales de organizarse, 
producir alimentos eficientemente, aprovechar el potencial productivo 
y mejorar sus condiciones con base en la definición propia de sus nece-
sidades y formas de relacionamiento social, económico, cultural y am-
biental (Garay et al., 2013, p. 17; Machado, 2013; Vega et al., 2017). 

Byerlee y Deininger (2011) rescatan el rol positivo que pueden 
tener los Gobiernos al facilitar mapeos participativos para la identifi-
cación de tierras aptas para inversiones de la mano de las poblaciones 
locales, así como la anticipación de la demanda de tierras para tomar 
medidas que eviten los impactos negativos. Igualmente, destacan la 
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necesidad de información accesible sobre las capacidades productivas 
y la valoración de las tierras que permita a las poblaciones crear guías 
de usos alternativos y del valor justo en eventuales transacciones, así 
como de mecanismos participativos de revisión de los proyectos en 
los que se involucren terceros neutrales como la academia. Este tipo 
de acciones deben preceder especialmente las medidas de atracción de 
inversión extranjera.

Transformaciones en las relaciones 
sociales y ecológicas con la tierra

La simplificación y la manipulación de las realidades territoriales via-
bilizan el acaparamiento e ignoran la pluralidad de significados refle-
jados en historias de poblamiento, en experiencias de uso y manejo 
de los ecosistemas y en las transformaciones de los espacios geográ-
ficos. Los procesos de territorialización involucran apropiaciones so-
ciales de los territorios tanto desde lo físico y lo técnico como desde 
lo cultural y simbólico (Haesbaert, 2011), y se reflejan en la diversi-
dad de paisajes dotados de significados en constante transformación 
y renovación7 (Barrera y Monroy, 2014; Escobar, 2013).

La interacción entre organismos vivos, humanos y no humanos, ele-
mentos biofísicos, formas de organización social y sus lenguajes, econo-
mías propias, disputas territoriales y políticas, necesidades y conflictos 
de interés, equivale a un proceso metabólico social y ecológico que per-
mite la producción y reproducción de los sistemas de vida territoriales 
y una determinación recíproca entre sociedades y ecosistemas (Barrera 
y Toledo, 2014; Alarcón, Barón y Toledo, 2002). Estos metabolismos 
no garantizan la sustentabilidad de los territorios, pero sí reflejan las 
realidades geográficas e informan sobre la manera en la que las socie-
dades perciben la tierra como elemento constitutivo de su vida y no 
únicamente como factor de producción mercadeable.

7	 Esos espacios son lugares o terruños que reflejan un sentimiento de pertenencia 
producto del desarrollo de vivencias, creencias, saberes y prácticas (Carrizosa, 
2006) que coexisten con los modelos uniformes de la modernidad (Escobar, 
2013) y componen la memoria biocultural de los pueblos (Toledo y Barrera-
Bassols, 2014).
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La territorialización, la transformación de paisajes y los procesos 
metabólicos socioecológicos resultan en la conformación de acuerdos 
sociales o reglas de juego para el uso y manejo de los ecosistemas en 
procesos productivos, extractivos y culturales propios del patrimo-
nio biocultural. Tanto las realidades territoriales como los acuerdos 
socioecológicos son diversos. Por ejemplo, pueden resultar en la in-
dividualización del uso y acceso a los recursos o en la regulación de 
bienes de uso común a partir de derechos colectivos (Ostrom, 1990). 
Estos últimos integran sistemas gestionados por las sociedades en los 
que predominan bienes o recursos suficientemente grandes para per-
mitir el uso simultáneo por parte de distintos actores, lo que dificulta 
las acciones de exclusión y las hace muy costosas para llevar a cabo. 
Los actores se apropian de unidades del recurso provenientes del sis-
tema común para distintas actividades cotidianas o para integrarlas 
en procesos productivos, como ocurre con el agua, los bosques y la 
biodiversidad. El sistema se usa colectivamente pero las unidades de 
recursos pueden usarse individualmente (Ostrom, 1990, p. 70). 

Las inversiones masivas en tierras generan confrontaciones entre 
distintos modelos productivos, económicos y socioculturales. Para 
Borras y Franco (2012), una transformación frecuente se puede entender 
a partir de los cambios de uso: 1) de alimentario a alimentario,2) de ali-
mentario a agrocombustibles, 3) de no alimentario a alimentario, y 
4) de no alimentario a agrocombustibles. Esta propuesta de categorías 
involucra la sustitución de sistemas de agricultura familiar por agroin-
dustria, la destrucción de bosques y humedales para siembra de cultivos 
comerciales o la expansión de la frontera agropecuaria8. Otra propuesta 
se relaciona con los conflictos y relaciones de poder que pueden refle-
jarse en impactos en el acceso a la tierra a partir de: 1) la redistribu-
ción, 2) la distribución, 3) la no redistribución y 4) la reconcentración 
(Borras Jr. y Franco, 2012, p. 50). Los fenómenos pueden estar ligados 
al despojo, la relocalización y el control de la tierra sin despojo bajo 
esquemas de arriendo y derechos de uso. 

8	 Algunos casos son presentados por Ballvé (2012), Grajales (2011), Dwyer (2015) 
y Byerlee y Deininger (2011).
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No obstante, Borras Jr. y Franco (2012) afirman que no toda trans-
formación es negativa9, no siempre implica pérdidas en la seguridad ali-
mentaria o imposiciones de sistemas agroindustriales, ni debe entenderse 
a las comunidades locales de manera esencialista sin tener en cuenta sus 
propias heterogeneidades y conflictos de interés (Borras Jr. y Franco, 
2012, p. 47; Allaverdian, 2010). Igualmente, consideran necesario po-
ner en duda la eficacia de las estrategias de tipo código de conducta 
y prácticas responsables de inversión (Liversage, 2010) promovidas 
por agencias internacionales como las planteadas por el Comité de 
Seguridad Alimentaria Mundial (Commitee on World Food Security, 
2014) o la ocde (2016) (Grain, 2015). Este tipo de directrices requiere 
de mecanismos de diálogo territorial para la concertación de las de-
cisiones relacionadas con las transformaciones territoriales, garanti-
zando la participación vinculante y el control efectivo por parte de las 
poblaciones locales organizadas. 

Lo anterior solo es posible si existe un reconocimiento de sus 
sistemas de gestión territorial, así como sus capacidades producti-
vas y propuestas de uso sustentable de los ecosistemas en el marco 
de principios de justicia económica, social y ambiental (Borras Jr. 
y Franco, 2012; De Schutter, 2011; Edelman, 2013; Martínez, 2008; 
Forero, 2010). En particular, se requieren soluciones participativas 
y consensuadas para las políticas de acceso equitativo a la tierra y po-
líticas integrales de desarrollo rural (De Schutter, 2011; Machado, 
2013; Deininger y Byerlee, 2011). 

El encerramiento de los comunes

El paradigma del mercado como mecanismo privilegiado en la asig-
nación de recursos ha propiciado la privatización de derechos de pro-
piedad de bienes que anteriormente se gestionaban colectivamente. 
Estos tienden a valorarse a partir de precios, mecanismos de exclusión 
y de individualización ligados a su conversión en capital bajo lógicas 

9	 Algunos ejemplos han sido documentados como experiencias positivas de inver-
siones en tierras, ya que no han implicado debilitamientos de las capacidades 
de negociación de los agricultores familiares gracias a la transparencia en los 
contratos, el diálogo fluido, la repartición equitativa de riesgos, la participación
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empresariales y monetarias (De Schutter y Pistor, 2016). La escasez de 
estos recursos es inducida por instituciones, marcos legales y prácticas 
sociales que privatizan los comunes, como el agua y los suelos, agrava-
da por el acaparamiento que realizan actores con mayor poder adqui
sitivo, como ocurre con el mercado de tierras (De Schutter y Pistor, 
2016; Vendryes, 2011). Sin embargo, la escasez absoluta puede llegar 
en un futuro próximo debido a los niveles insostenibles de consumo 
y la crisis ambiental. 

La gestión de bienes y recursos esenciales para la reproducción 
de la vida es un asunto de gobernanza y no únicamente del funciona-
miento técnico del mercado (De Schutter y Pistor, 2016). Detrás de los 
discursos del desarrollo, de la privatización y de la escasez, que pro-
mueven las inversiones masivas en tierras, domina una racionalidad 
que banaliza las capacidades locales de gestión de los comunes enten-
diéndolas como formas atrasadas y subdesarrolladas (Escobar, 2015). 
Monbiot (1994) afirma que los ecosistemas, muchas veces manejados 
por poblaciones organizadas a partir de sus propias normas e institu-
ciones para un uso sustentable, se transforman en recursos fragmen-
tados y desligados de sus significados económicos y culturales. Esto 
los lleva a su degradación e incluso a su desaparición, como efectiva-
mente ha ocurrido con la reducción de la agrobiodiversidad causada 
por la proliferación de monocultivos del modelo de revolución verde. 
Junto con la fragmentación de los paisajes se destruyen sistemas de 
organización social, sus conocimientos y sus formas de gestión terri-
torial producto de aprendizajes resultantes de sus interacciones con 
los ecosistemas (Shiva, 2012; Barrera y Toledo, 2014).

La mirada uniforme de la privatización y del mercado se ante-
pone a las configuraciones colectivas en espacios socionaturales que 

	 de cooperativas, Gobiernos, ong y otros terceros que aseguran mecanismos de 
resolución de conflictos. Como ejemplo, los autores citan proyectos de produc-
ción de biodiésel en Malí con sistemas intercalados de autoconsumo y autono-
mía local, mecanismos participativos y consultas vinculantes (Centre for 
Human Rights and Global Justice, 2011, citado en De Schutter, 2011, p. 16).
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representan distintas dimensiones ontológicas10: formas comunales de 
entender la economía, la relación con los ecosistemas, el autogobierno 
y el pluralismo cultural (Escobar, 2014, p. 53). Algunos ejemplos de 
privatización de los comunes dan cuenta de cómo se dan estas con-
frontaciones y cómo resultan en procesos destructivos. 

El caso del pueblo turkana en el oeste de Kenya es ilustrativo. 
Su sistema de vida basado en la caza y el pastoreo al borde del río 
Turkwel funcionaba a partir de la gestión colectiva (Monbiot, 1994). 
El manejo regulado de bosques, pastizales y sabanas garantizaba la 
provisión de bienes y recursos según las necesidades de la población 
sin impedir la regeneración de los ecosistemas. Sin embargo, luego de 
una sequía y una hambruna excepcionales durante los años 60 y 70, 
el Gobierno y algunas instituciones internacionales implementaron 
sistemas de propiedad privada y programas de transformación de estas 
poblaciones seminómadas a la agricultura siguiendo los parámetros 
del discurso del desarrollo. La incapacidad de entender las realidades 
locales impidió un diálogo participativo. Los turkanas, siguiendo su 
propia ontología, prefirieron comerciar con los insumos que les otorga-
ron y buscar trabajos asalariados abandonando los cultivos y las pro-
piedades privatizadas. Poco a poco, frente al colapso de los proyectos, 
fueron retornando a las sabanas con sus animales de pastoreo provo-
cando una crisis de sobreexplotación de los bosques que se explica por 
la destrucción de su sistema de gestión colectiva. Para Monbiot (1994), 
las autoridades gubernamentales, en función de la lógica de la tragedia 
de los comunes11, causaron ellas mismas la crisis que querían preve-

10	 Para Escobar (2014, p. 58), las ontologías son las premisas que los diversos gru-
pos sociales mantienen sobre las entidades que realmente existen en el mundo. 
Esas ontologías, a través de prácticas desarrolladas por los habitantes de los 
territorios, crean sus propios mundos. La diversidad de ontologías y mundos 
conforman el pluriverso, en contraste con el universo del modelo capitalista 
moderno predominante. Las ontologías mencionadas por Arturo Escobar se 
relacionan con la memoria biocultural descrita por Toledo y Barrera-Bassols 
(2014), que se compone de creencias, conocimientos y prácticas que configu-
ran paisajes y territorios.

11	 Según Hardin (1968), los actores en un sistema de recursos de uso común esta-
rían destinados a sobreexplotarlo y destruirlo por la libertad de uso individual 
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nir. Este caso tiene características comparables con el de los sikuanis, 
en la altillanura colombiana, que se describe más adelante.

La revisión conceptual y el contexto general descritos en este docu-
mento permiten situar el caso colombiano. Las dinámicas de adquisi-
ción masiva de tierras en Colombia son múltiples y tienen repercusiones 
en diferentes realidades territoriales de la agricultura familiar, como 
son las de las economías campesinas, los territorios colectivos de las 
comunidades negras y los territorios indígenas. En el siguiente apar-
tado se describe el contexto particular de las inversiones en tierras en 
Colombia, recordando la concentración persistente en el país y las 
dinámicas de acaparamiento en el marco del conflicto armado y se 
presenta el caso del encerramiento de los comunes en la altillanura. 
Finalmente, se realizan reflexiones sobre las necesidades de gestión local 
de la tierra y de los ecosistemas con el objetivo de motivar el diálogo 
con investigaciones actuales y futuras.

Ilustración 13. Paisaje de la zona ganadera de Montería, Córdoba

Fuente: elaboración propia.

y la falta de incentivos a regularlo en función del bienestar general. Esto fue 
refutado por Ostrom (1990) a partir de su explicación de la gestión colectiva 
de bienes y recursos de uso común.
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Las inversiones en tierras en Colombia 
y la privatización de los comunes: 
un caso en la altillanura
Las dinámicas del acaparamiento, la renta económica y las consecuen-
cias territoriales de la concentración tienen manifestaciones diversas 
en el país. Estas pueden observarse en el proceso histórico de la po-
lítica de ocupación y acceso a la tierra que explica sus características 
actuales, por ejemplo en la evolución del régimen agrario y las políti-
cas asociadas a lo largo de la historia política y social de Colombia, 
como lo explica el tercer capítulo de Vega et al. (2017). 

A continuación se presenta un panorama de la adquisición masiva 
de tierras en Colombia en un contexto de concentración elevada y per-
sistente. A partir del caso de la altillanura colombiana12 se analizan 
algunas manifestaciones de las inversiones masivas y las transforma-
ciones territoriales que generan. El análisis es resultado de la revisión 
documental y la realización de entrevistas semiestructuradas con acto-
res sociales, académicos e institucionales de la región de Puerto Gaitán 
y Puerto López en las que se evidencian los impactos en los territorios 
indígenas sikuanis.

Inversión extranjera en tierras 
en un contexto de concentración

La estructura inequitativa de la propiedad de la tierra en Colombia 
ha estado históricamente relacionada con las dinámicas del conflicto 
armado interno y los modelos socioeconómicos excluyentes. Los inten-
tos de democratización del acceso se han limitado a reformas agrarias 
incompletas, continuamente impedidas por grupos que tienen interés en 
el control territorial y económico y en el poder político13. Su bloqueo 

12	 La altillanura es una subregión de la Orinoquía (Arauca, Casanare, Meta, 
Vichada, Guaviare y Guainía). Comprende los municipios de Puerto López, 
Puerto Gaitán y Mapiripán (Meta), La Primavera, Cumaribo, Puerto Carreño 
y Santa Rosalía (Vichada) (Departamento Nacional de Planeación, 2014).

13	 A esto se suma desde los años 80 la consolidación de proyectos de control 
territorial por parte de actores vinculados al narcotráfico (pnud, 2011).
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se explica también por las formas de apropiación del Estado y sus políti-
cas rurales por parte de esos intereses particulares, así como por la inefi
ciencia y alcance limitado de los programas agrarios (Machado, 2009). 

La concentración de la tierra en Colombia tiene un carácter 
estructural y persistente (Ibáñez y Muñoz, 2011; Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi, 2012; pnud, 2011) y se ha incrementado en las últi-
mas décadas especialmente en las regiones más aisladas, en zonas de 
frontera agrícola y territorios con actividades de explotación de recur-
sos naturales (Ibáñez y Muñoz, 2011; Medina, 2015). Esto se relaciona 
tanto con las falencias en la implementación del mercado asistido como 
con la acción de grupos armados ilegales involucrados en dinámicas de 
despojo (Mondragón, 2010; Ibáñez y Muñoz, 2011; Garay et al., 2013). 
Para estos autores, la ineficiencia de la acción del Estado se evidencia 
en la acumulación ilegal de baldíos de la nación, y en el desvío de pro-
gramas de acceso a tierras y a estímulos productivos hacia los grandes 
propietarios y proyectos agroindustriales como ocurrió con el programa 
Agro Ingreso Seguro entre 2005 y 2010. La reforma agraria se ha limi-
tado a la colonización de la frontera agrícola sin políticas integrales 
para los agricultores a pequeña escala, desconociendo los aportes de la 
agricultura familiar a la producción alimentaria y a la economía rural 
(Forero, 2010a; Forero, 2010b; Barberi, Garay y Perry, 2013). 

El país ha mantenido una estructura bimodal de la propiedad 
reflejada en los resultados del último Censo Nacional Agropecuario: 
el 96 % de las unidades productivas agropecuarias (upa) tiene menos 
de cinco hectáreas y ocupa solo el 59 % del área total, mientras que las 
mayores de 500 hectáreas, equivalentes al 0.4 % de las upa ocupan el 
41 % del área (Machado, 2015). El índice Gini de tierras en Colombia 
es de 0,86 según el pnud (2011), uno de los más desiguales del mundo. 
Esta alta concentración se relaciona con los más de 6.6 millones de hec-
táreas despojadas entre 1980 y 2010 a más de cuatrocientas mil fami-
lias (pnud, 2011, p. 277) y es facilitada por la elevada informalidad de 
los derechos de propiedad: según Ibáñez y Muñoz (2011) solo el 30 % 
de los propietarios en el país tiene títulos formales. Adicionalmente, 
la pobreza llega al 45 % de la población rural, tres veces más alta que 
el promedio urbano (Semana, 2015).
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La concentración de la tierra se caracteriza por su uso ineficiente: 
a pesar de que el 40.6 % del territorio nacional tiene vocación de 
uso agropecuario, del área en producción solo el 19 % (7.2 millo-
nes de hectáreas) está dedicado a la agricultura mientras que el 80.5 % 
está cubierto por pastos (Machado, 2015). Según Machado, el último 
censo agropecuario confirma el predominio de la actividad ganadera, 
que en varios estudios ha sido caracterizada como mayormente impro-
ductiva, actuando en función del acaparamiento especulativo (Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, 2012; pnud, 2011, p. 78; Machado, 2015). 
Como agravante, la ganadería extensiva ocupa una porción importante 
de suelos cuya aptitud es agrícola, lo que reduce la disponibilidad de 
tierra para distribución (pnud, 2011. P. 77). 

En este difícil escenario, el país ha optado por el mercado asisti-
do de tierras como mecanismo de distribución, dinamización del acce-
so y promoción del uso eficiente. Ante las grandes inequidades en las 
capacidades de pago y en el acceso al financiamiento que sufren los 
agricultores familiares, el rol del Estado se ha reducido al de un facili-
tador de líneas especiales de crédito y subsidios para compra de tierras 
y no como promotor de una verdadera reforma agraria (Machado, 
2009). La debilidad institucional, su desarticulación y desfinanciamien-
to, la informalidad en la propiedad rural, los conflictos de poder entre 
grupos de interés y las altas tasas de interés han impedido el funcio-
namiento adecuado del mercado de tierras (fao, 2012; Mondragón, 
2002; Upra - ieu, 2014; Vega et al., 2017). Asimismo, el país no cuenta 
con una política moderna de tributación que estimule la oferta y el 
uso productivo acorde con la vocación y que permita una redistribu-
ción de las rentas (Machado, 2009; fao, 2012). Por ello, las grandes 
propiedades no se ven incentivadas a entrar al mercado y abundan los 
casos de uso improductivo con objetivos rentistas. 

Con el fracaso en la distribución y dinamización de la tierra como 
factor de producción, las políticas agrarias se han enfocado en la pro-
moción de alianzas estratégicas entre la producción a pequeña escala 
y los proyectos agroindustriales. En este marco, una parte de los subsi
dios para la compra de tierras se han destinado a actores con capaci-
dad financiera y con activos productivos (Mondragón, 2002). Ese ha 
sido el modelo impulsado por las zonas de interés para el desarrollo 
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rural, económico y social (Zidres), y las propuestas de implementación 
de esquemas de arrendamiento que separan el uso del suelo de su pro-
piedad, tales como el derecho real de superficie14. De la mano con estos 
modelos de desarrollo rural se propone flexibilizar la adjudicación de 
baldíos para proyectos agroempresariales, el levantamiento de los lími-
tes de adquisición de más de una unidad agrícola familiar (uaf) y au-
mentar los incentivos para atraer grandes proyectos en regiones con 
potencial agrícola como la altillanura15 (Semana, 2010; Álvarez, 2012). 

El interés por la tierra como ventana de inversión en Colombia se 
percibe en la promoción de la altillanura como la última frontera agro-
pecuaria, generando expectativas de proyectos de siembra de mono-
cultivos de exportación como los forestales, la palma africana, la soya 
y el arroz, que se expresan en los aumentos exponenciales de los precios 
de la tierra16. Las políticas de fomento a la colonización de las tierras 
“desaprovechadas” de la altillanura son una manifestación de las di-
námicas globales de inversión en tierras a gran escala e involucran 
capitales extranjeros (El Tiempo, 2016). La promoción se da en even-
tos, foros, congresos, políticas de adecuación de tierras e inversión en 
infraestructura (Departamento Nacional de Planeación, 2014), líneas 

14	 Para Garay et al. (2013, p. 167), los mercados de arrendamiento podrían aportar 
a una adecuada distribución de la renta de la tierra asegurando los ingresos 
futuros de su uso. Sin embargo, la debilidad en su regulación puede abrir 
puertas al aprovechamiento especulativo y a la imposición de modelos empre-
sariales desconociendo las realidades territoriales, al estilo de las concesiones 
para la explotación de recursos naturales.

15	 Al momento de la elaboración de este capítulo, se inició un debate sobre un 
nuevo proyecto de tierras presentado por la Agencia Nacional de Tierras en el 
que se busca proponer estrategias de regulación de la situación de la propiedad 
de los baldíos. Según algunos analistas, este proyecto de ley facilita la legaliza
ción de la acumulación indebida mientras para el Gobierno se busca lograr la 
coexistencia de distintas formas de producir. (Molano y Medina, 2013).

16	 De acuerdo con la Sociedad Colombiana de Avaluadores, la Sociedad de 
Agricultores de Colombia (sac) y Fedepalma, existen casos de valorización 
de la tierra de más del 200 % anual. En el Meta y el Vichada, los aumen-
tos alrededor del 130 % estarían vinculados a las expectativas de inversión 
pública en infraestructura, calidad del suelo, riego y seguridad para facilitar 
las inversiones. (Dinero, 2009; Portafolio, 2009; Salinas, 2012). 
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especiales de crédito, instrumentos de la política cambiaria y comercial 
(Vega et al., 2017, pp. 119-142).

Los discursos de atracción de la inversión extranjera, los proyectos 
agroindustriales y las alianzas productivas no tienen en cuenta que, 
además de los intereses productivos, existen acciones orientadas por 
la especulación, el control territorial y económico de las cadenas de 
valor en medio de las crisis de sobreacumulación (Machado, 2009). 
Igualmente, se subestiman los sistemas de vida de la agricultura fami-
liar y sus realidades territoriales, argumentando que el Estado debería 
ayudarlos a superar su situación premoderna y de subsistencia para in-
tegrarlos a la economía mediante la empresarización. Con ello se desco-
noce la capacidad productiva de las economías campesinas y familiares, 
la asimilación tecnológica y la participación en los mercados agroali-
mentarios, reforzando la idea de que son modelos marginales al igual 
que los territorios en los que subsisten (Forero, 2010; Machado, 2009; 
Dwyer, 2015). El Estado y los Gobiernos a distintas escalas consolidan 
así la idea de que existen tierras subutilizadas, usando herramientas de 
clasificación y cuantificación y buscando su adecuación para nuevas 
inversiones a gran escala (fao, 2014).

La mirada empresarial al campo guía la atracción de inversiones en 
tierras aprovechando el contexto de concentración e ignorando su vín-
culo con la pobreza, el desplazamiento y el despojo. La estructura agra-
ria inequitativa se percibe como parte de la modernización, el desarrollo 
de economías de escala y la productividad (fao, 2012). En Colombia, 
este modelo está motivando grandes proyectos agroindustriales y de 
extracción de recursos naturales, algunos de los cuales se benefician 
del acceso a tierras y la falta de claridad en la propiedad, facilitados 
por el despojo a lo largo de más de 50 años de conflicto (Salinas, 2012; 
Ibáñez y Muñoz, 2011). En las regiones más afectadas se realizan accio-
nes para facilitar la inversión extranjera y promover los cultivos para la 
producción de combustibles17 (Oxfam, 2013; Salinas, 2012; Vega et al., 

17	 Un mecanismo de promoción de cultivos para la producción de agrocombusti-
bles es el Programa Nacional de Biocombustibles de Colombia 2007. (Ministerio 
de Minas y Energía, 2007). Para un ejemplo de los múltiples incentivos ver 
Mejía (2010, p. 58).
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2017). De acuerdo con Salinas (2012), los agrocombustibles y los culti-
vos forestales han sido un motor de reconcentración de las tierras y de 
su uso, promovidos como estrategia de reconversión de la ganadería 
extensiva, a través de modelos asociativos con pequeños productores 
que resultan en endeudamiento y en contratos laborales opacos. A 
pesar de que el cultivo de palma, por sus características productivas, 
podría promover alianzas equilibradas y justas, el pnud (2011) alerta 
sobre los peligros de la utilización inadecuada de los incentivos públi-
cos que se invierten en grandes extensiones sin regulación territorial, 
poniendo en riesgo la seguridad alimentaria y contribuyendo a la des-
trucción de sistemas sociales y ecológicos. Un ejemplo son las alianzas 
productivas en el occidente del departamento del Meta que han resul-
tado en productividades bajas, problemas fitosanitarios y financieros, 
dejando a los pequeños productores endeudados, con riesgo de perder 
su tierra y en situación de dependencia (Fajardo, 2015). Esto dificul-
ta la construcción de escenarios de paz y de superación del conflicto 
originado en gran medida por los modelos históricos excluyentes de 
acceso a la tierra.

Las políticas de ocupación del territorio hacen parte de la historia 
de construcción del Estado-nación en Colombia y en ellas la inversión 
extranjera ha tenido períodos de protagonismo. Vega et al. (2017) 
hacen un recuento histórico de estas políticas, empezando por la 
búsqueda de consolidación de un Estado moderno en el siglo xix, 
los esfuerzos infructuosos de resolución de los conflictos armados 
a partir de reformas agrarias en el siglo xx, el fortalecimiento de la 
organización campesina y la reacción violenta de sectores conserva-
dores en la década del 70, y el período constituyente de 1991 que se 
desarrolló en medio del aumento del narcotráfico y la liberalización 
económica. A lo largo de estos períodos hubo incentivos públicos 
para la adquisición de tierras por parte de capitales extranjeros. Por 
ejemplo, en los años 1821 a 1824 se buscó motivar la ocupación de 
baldíos, el desarrollo de infraestructura y de producción de exporta-
ción con capitales foráneos, y a inicios del siglo xx la falta de registro 
de tierras de los asentamientos campesinos favoreció la llegada de 
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inversión extranjera con títulos antiguos (Vega et al., 2017, pp. 32-
37; LeGrand, 1981)18. 

En los últimos años se han documentado casos de adquisiciones 
masivas de tierras en el país. Estos se concentran en la región de la al-
tillanura, principalmente en el Vichada y el Meta, y se relacionan con 
violaciones de los límites legales para la adjudicación de baldíos. 

Según el análisis de Borras et al. (2014), Colombia se encuentra en 
el grupo de países con elevada inversión extranjera y acaparamiento 
reciente de tierras. La concentración se está dando principalmente en 
cultivos de palma aceitera, remolacha, caña de azúcar, soya, arroz, maíz 
y silvicultura. Estos corresponden a los llamados cultivos flexibles que 
permiten un uso en agrocombustibles, alimentación humana y animal, 
o en mercados especulativos para el manejo del riesgo. El Gobierno 
colombiano ha promovido abiertamente las inversiones, estableciendo 
objetivos de cambio de uso del suelo para cultivos promisorios como los 
mencionados, además de la piña, el cacao, el caucho, los frutales y las 
plantaciones forestales (Salinas, 2012, p. 186). Como parte de la meta 
energética a 2019, Salinas afirma que el Gobierno nacional espera llegar 
a 3.1 millones de hectáreas sembradas en caña y palma, principalmente 
en el Meta. Las expectativas generadas por el documento Conpes de la 
altillanura han atraído a empresas asociadas con capitales extranjeros, 
productoras de agrodiésel y etanol, aceites, ingenios azucareros y fo-
restales (Salinas, 2012, pp. 188-196). En su informe, Salinas recoge do-
cumentación de las empresas que han realizado inversiones en tierras 
a 2012 con cultivos que van desde 2000 hectáreas hasta más de 30 000. 
Esto contrasta con las cifras de solicitudes de ingreso al registro de 
tierras despojadas y abandonadas forzosamente a diciembre del 2013 
que en casos como el de Puerto Gaitán (Meta) llegan a 167 000 hectá-
reas, Puerto López (Meta) alrededor de 30 000, y Mapiripán (Meta) con 
276 000 hectáreas (Unidad de Restitución de Tierras, 2013). Teniendo en 
cuenta que en el mismo corte apenas 6500 hectáreas fueron restituidas, 

18	 De acuerdo con LeGrand (1981, p. 28), citado en Vega et al. (2017, p. 37), entre 
1899 y 1929 la United Fruit Company acumuló 60 mil hectáreas en la zona 
bananera de Santa Marta. Igualmente, en la región de Mompóx, la American 
Colombian Corporation compró tierras en Loba en más de 600 mil hectáreas.
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se percibe la fuerte presión por la tierra que proviene tanto de pro-
yectos agroindustriales como de la población despojada, en contras-
te con la debilidad del Estado para asegurar una justa repartición. 
La falta de registro de la inversión extranjera en tierras y en cultivos 
agrícolas dificulta su identificación. Salinas (2012) se basa en infor-
mes de prensa y entrevistas, encontrando capitales provenientes de 
Japón, Israel, Chile, Estados Unidos, Italia, Suecia, Brasil, Argentina 
y Uruguay. Recientemente, el Gobierno de Colombia inició acuerdos 
con el Gobierno de China para el desarrollo de infraestructura y de 
proyectos agropecuarios en la altillanura con una inversión inicial de 
alrededor de 3000 millones de dólares (Gómez, 2016; Portafolio, 2015; 
Presidencia de la República, 2015).

Algunas empresas han estado involucradas en problemas legales 
relacionados con la adquisición de tierras, aprovechando la informali-
dad y la falta de regulación. La incertidumbre en los títulos ha llevado 
también al establecimiento de alianzas y contratos de arrendamiento a 
largo plazo con los habitantes de las regiones, incluidos los resguardos 
indígenas (Salinas, 2012, p. 196). En el año 2014, la Contraloría General 
de la República publicó un informe detallando casos de acumulación 
ilegal de predios baldíos en la altillanura involucrando a empresas con 
capital nacional y extranjero como el Grupo Mónica, la multinacio-
nal Cargill, Riopaila Castilla, la organización Luis Carlos Sarmiento 
Angulo, Forest Company, Aceites Manuelita y Poligrow19 (Contraloría 
General, 2014, p. 219)20. A raíz de sus hallazgos, la Contraloría advirtió 

19	 El informe documenta un total de 101 000 hectáreas por más de 150 000 mi-
llones de pesos involucrados en los hallazgos. La polémica por las acumula-
ciones de baldíos se reactivó en mayo del 2017 con la publicación de un nuevo 
informe de la Contraloría con varios hallazgos en la altillanura, en Córdoba 
y en el Caquetá por más de 123 000 hectáreas. (Verdad Abierta, 2017).

20	 El fraccionamiento de predios para la acumulación ilegal de baldíos ha sido 
una práctica recurrente para acceder a tierras, créditos y subsidios que por 
ley deberían ser destinados a pequeños productores y población desplazada. 
Oxfam (2013) realizó un informe sobre el caso de la multinacional Cargill, 
la cual adquirió baldíos a través de 36 sociedades en 52 000 hectáreas en el 
Vichada cultivadas en soya y maíz. Igualmente mencionan el uso de esta es-
trategia por parte de la brasilera Mónica Semillas (más de 13 000 hectáreas 
en el Meta) y Riopaila Castilla (42 000 hectáreas en el Vichada). 
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sobre los riesgos de agravar los problemas de despojo, acaparamiento 
y concentración al priorizar políticas de desarrollo rural excluyentes 
basadas únicamente en megaproyectos agroindustriales “que no solu
cionan el problema de fondo”, ya que el país no ha logrado trans-
formar la estructura de la propiedad a pesar de existir el mandato 
constitucional en la Ley 160 de 1994 para la redistribución de la tierra 
(Contraloría General, 2014, pp. 219-220). Igualmente, el informe se-
ñala que el Estado no ha tenido voluntad política para otorgar subsi-
dios con enfoque diferencial para la población desplazada ni para dar 
una adecuada financiación a los programas de adjudicación y proyec-
tos productivos con un enfoque territorial (Contraloría General, 2014, 
pp. 230-233). Para la Contraloría, la tierra es un “patrimonio cultural 
y ambiental” que supera su valor económico y que tiene múltiples fun-
ciones sociales que están siendo afectadas tanto por la concentración 
histórica como por las recientes tendencias de adquisición masiva. El 
artículo 58 de la Constitución de 1991 afirma que la propiedad es una 
función social a la cual le es inherente una función ecológica.

Impactos y transformaciones territoriales: 
el caso de los sikuanis en la altillanura

Si el modelo agroindustrial y empresarial promueve la empresarización”-
del campesinado, en el caso de las comunidades indígenas en la alti-
llanura se podría decir que ha incitado su conversión en pequeños 
productores para poder permanecer en sus tierras. Las trasformaciones 
territoriales implican desplazamientos hacia las ciudades, abandono de 
la autonomía alimentaria, cambios de actividad hacia sectores no agrí-
colas o hacia trabajos asalariados en grandes plantaciones, ampliación 
de la frontera agropecuaria y siembra de cultivos de coca (Machado, 
Naranjo y Salgado, 2013, p. 302). De esta forma se alteran los modos de 
vida y de gestión de los recursos ante el encerramiento del que son víc-
timas los agricultores familiares (Ojeda, Guerra, Aguirre y Díaz, 2016).

En el caso de los grupos indígenas es bien sabido que la tierra, 
más allá de lo productivo y económico, se puede entender como un 
fundamento de su cultura en relación con los ecosistemas. Los terri-
torios indígenas son una manifestación directa de la gestión de bie-
nes comunes en Colombia (Roldán y Sánchez, 2013). El caso de los 
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resguardos es especial en la medida en que la Constitución de 1991 
les otorga un carácter político-administrativo para el gobierno pro-
pio de su territorio, con lo que se reconoce el derecho a decidir sobre 
sus propias prioridades para el desarrollo económico, social y cultural 
(Roldán y Sánchez, 2013, p. 194)21. El Decreto 2164 de 1995 reglamen-
tado en la Ley 60 del mismo año define el resguardo como una insti-
tución legal y sociopolítica de carácter especial (artículo 21, citado en 
Roldán y Sánchez, 2013). 

En la altillanura habitan doce pueblos indígenas de siete fami-
lias lingüísticas: sikuani, guayabero, kuiba y amorúa (familia guahí-
bo); achagua, piapoco y curripaco (arawak); sáliva y piaroa (sáliva); 
cubeo (tucano); puinave (puinave); yaruro (yarura-betoy), y kichwa 
(quechua) (Departamento Nacional de Planeación, 2014, p. 35). En el 
Meta existen 20 resguardos con una población de 13 500 personas en 
alrededor de 908 600 hectáreas, mientras en el Vichada hay 30 resguar-
dos con 26 000 habitantes en cerca de 3 millones de hectáreas (datos 
del 2012 Roldán y Sánchez, 2013, p. 199). Esta cifra no tiene en cuenta 
la población indígena sin tierra o sin tierra legalizada.

La ocupación de espacios y la afectación a territorios indígenas 
por parte de grandes proyectos agroindustriales no es nueva. Roldán 
y Sánchez (2013) mencionan como ejemplos el caso del Urabá antio-
queño y la invasión de empresas bananeras a lo largo del siglo xx, 
así como la expansión desde principios de siglo xxi de los cultivos de 
palma aceitera en el Chocó con el apoyo del Estado. Igualmente, ha 
habido conflictos por procesos de colonización dirigida en el Caquetá 
y el Guaviare, así como las colonizaciones espontáneas de campesinos 
que huían de la violencia de los años 50 (Molano, 2015), en las que 
se desplazaron los espacios de vida indígena (Molano, 2013, p. 211).

La altillanura no es una región vacía, a pesar de los discursos que 
buscan convertirla en la “futura despensa alimentaria de Colombia” 
(Dinero, 2015). Entre los miles de indígenas que históricamente han ha-
bitado la región y poblado nuevas áreas de la Orinoquía se encuentran 

21	 Esto hace parte del derecho a la consulta previa, en el marco del Convenio 169, 
artículo 7.1, de la oit (Roldán y Sánchez Botero, 2013, p. 191).
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los sikuanis22. Ellos, a diferencia de otros pueblos agricultores de las 
zonas boscosas, las riveras y el piedemonte andino, se asentaron en 
regiones menos productivas a partir de sistemas de vida seminómadas 
basados en el trueque, la caza, la pesca y el uso sostenible de especies 
medicinales y frutos silvestres provenientes de los humedales y mori-
chales de la región (Observatorio Adpi, 2017; Chaves, Calle y Morales, 
1995, p. 285; Sánchez, 2003). La región de la Orinoquía, de la que 
hace parte la altillanura, es un territorio hídrico que confluye en el 
río Orinoco. Sus paisajes diversos están atravesados por ríos y hume-
dales con relieves ondulados, vertientes andinas, piedemontes, llanu-
ras aluviales, sabanas planas y selvas transicionales amazónicas. Esta 
variedad, y sus características climáticas recrean un territorio rico en 
biodiversidad específica y endémica. En asocio con la variedad eco-
sistémica, la Orinoquía cuenta con una diversidad cultural que evolu
cionó con los procesos de poblamiento y de relacionamiento con la 
naturaleza (Molano, 2015).

Ilustración 14. Paisaje del resguardo Wacoyo en Puerto Gaitán, Meta

Fuente: elaboración propia. 

22	 Los sikuanis habitan en los departamentos de Vichada, Meta, Casanare 
y Arauca, entre los ríos Meta, Vichada, Orinoco y Manacacías, con una 
población estimada en 23 mil personas (Sánchez, 2003, p. 35).
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El conocimiento insuficiente de los ecosistemas de la Orinoquía, 
que genera grandes riesgos de impacto negativo, dificulta la planeación 
ante la llegada de proyectos agroindustriales masivos (Rodríguez, 2015; 
Betancur, 2016) y facilita la idea de un territorio disponible. Con la 
llegada de las inversiones lo que está en juego es la resiliencia de estas 
relaciones bioculturales que caracterizan a la altillanura, con sus pai-
sajes, atardeceres, artesanías, identidades y conocimientos botánicos, 
culinarios y agrícolas (Molano, 2015; Pastoral Social, 2015). 

Los sikuanis son parte de la diversidad biocultural llanera. Su orga-
nización seminómada les permitió sobrevivir a los procesos de conquista 
a partir del siglo xvii, a las dinámicas de esclavización, a las cacerías de 
indígenas fomentadas por los primeros hacendados y dueños de hatos 
ganaderos en los siglos xviii y xix, a las dinámicas de colonización de 
colonos desplazados por las guerras del siglo xx (Sánchez, 2003) y a 
las acciones de despojo por parte de grupos armados ilegales (Orduz, 
2014). Estos distintos eventos forzaron cambios culturales, en particu-
lar una sedentarización cerca de ríos y bosques y la práctica de un tipo 
de agricultura principalmente hortícola (Sánchez, 2003, p. 35). Así, los 
sikuanis combinan cultivos de pancoger y realizan migraciones esta-
cionales en las que obtienen el alimento para su sustento a partir de la 
caza en los humedales y morichales. Los movimientos migratorios per-
miten a estos ecosistemas recuperarse sin que haya sobreexplotación 
(Corporación Claretiana, comunicación personal, febrero del 2016).

La llegada del modelo de mercado de tierras, con el impulso a la 
privatización de la propiedad, ha generado fuertes cambios en la gestión 
de estos recursos y bienes comunes23. Un primer efecto ha sido la venta 
a empresas agroindustriales de tierras habitadas por los indígenas, las 
cuales fueron tituladas anteriormente a colonos a pesar de la disputa 

23	 Los resguardos indígenas, al igual que el Estado, no son entidades homogéneas. 
Aunque en este capítulo nos enfocamos en describir un impacto en los sistemas 
de vida y de gestión de los recursos de uso común en los sikuanis, existen 
distintas dinámicas dentro de una misma región. Algunos resguardos, por 
ejemplo, han realizado alianzas con agroindustrias y empresas petroleras a 
pesar del desacuerdo de miembros de su comunidad. Las divisiones internas 
de los grupos indígenas reducen su poder de negociación frente a las transfor-
maciones que se están dando en los territorios.
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por ser parte del territorio ancestral. Un ejemplo es la hacienda Santa 
Cruz en el municipio de La Primavera (Vichada), ahora en manos de 
Cargill (Orduz, 2014). El resultado es el nuevo desplazamiento de la 
población sikuani, que recientemente había sufrido despojos por parte 
de actores armados en la región. Un segundo efecto se relaciona con el 
encerramiento de los recursos de uso común indígena. Al expandirse 
la propiedad privada sobre las tierras baldías que los sikuanis habitan, 
se restringe su acceso a los ecosistemas en los que solían conseguir ali-
mento y medicina. Varios terrenos cercados por empresas agroindustria-
les contienen humedales y morichales, por lo que la población indígena 
ha seguido ingresando como siempre lo ha hecho, lo que ha generado 
conflictos con los dueños de los predios y sus esquemas de seguridad. 
En algunos casos se han establecido acuerdos de ingreso mientras en 
otros se impide, lo que ha obligado a los sikuanis a “cazar” ganado 
de las fincas vecinas o sobreexplotar zonas a las que sí tienen acceso. 
Adicionalmente, las explotaciones agroindustriales contaminan las fuen-
tes hídricas superficiales y subterráneas afectando a las poblaciones que 
las usan (Corporación Jurídica Yira Castro; Corporación Claretiana 
y Universidad de los Llanos, comunicación personal, febrero del 2016)24.

Ilustración 15. Explotación agroindustrial 
de arroz vecina a las tierras sikuanis

Fuente: elaboración propia. 

24	 Gran parte de estas problemáticas ya las vivían los pueblos sikuanis en la 
altillanura por causa de la explotación petrolera (fidh - Cajar, 2016).
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La privatización y encerramiento de los comunes en el caso sikuani 
explica en gran medida los problemas de desnutrición en su población 
y su desplazamiento a las ciudades25 (Pastoral Social, 2015; El Tiempo, 
2009; acnur, 2017). Las medidas promovidas por los Gobiernos se han 
enfocado en la organización de talleres y proyectos productivos para 
establecer huertas y cultivos de autoconsumo a partir de la distribu-
ción de semillas e insumos agrícolas. Estos proyectos no son pensados 
desde su sostenibilidad en la medida en que en muchos casos los bene-
ficiarios no se identifican como agricultores, por lo que deciden usar 
los insumos para el trueque (Universidad de los Llanos, comunicación 
personal, febrero del 2016). Igualmente, las exigencias de gestión admi
nistrativa de recursos para proyectos con el Estado no están pensadas 
para las realidades de los sikuanis, que se ven enfrentados a llenar for-
matos y requisitos burocráticos con los que no están familiarizados 
(Corporación Claretiana, comunicación personal, febrero del 2016).

En otros casos se han promovido alianzas con las empresas vecinas a 
los territorios indígenas para impulsar su transformación a agricultores 
a partir de proyectos productivos (Corporación Claretiana; Universidad 
de los Llanos, comunicación personal, febrero del 2016). Sin embargo, 
estas estrategias no proponen soluciones de fondo a las dificultades de 
generar formas de coexistencia de modelos de desarrollo agroindustrial 
con los sistemas de vida locales, ni al encerramiento de los comunes y la 
pérdida de la diversidad biocultural. Por ejemplo, la producción por-
cícola a gran escala de la empresa Fazenda Aliar, vecina del resguardo 
Wacoyo en Puerto Gaitán, ha emitido de manera creciente fuertes olores 
que han afectado la calidad de vida en la zona (Corporación Claretiana, 
comunicación personal, febrero del 2016). Las autoridades indígenas 
han alertado sobre el incremento de enfermedades estomacales y respi-
ratorias causadas por la contaminación ambiental, lo que llevó en 2013 
a una toma pacífica de los predios de la Fazenda para exigir medidas 
(Acin, 2013). Este caso denota formas progresivas de presión para el 
despojo y la expulsión de la población de sus territorios.

25	 Como consecuencia, se han venido incrementando los casos de alcoholismo 
y prostitución (Onic, 2012).
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A pesar de las dificultades, existen acciones que demuestran la per-
sistencia de la memoria biocultural y la lucha ontológica de los sikuanis 
en búsqueda de estrategias de permanencia. Algunas se relacionan con 
la educación propia, buscando visibilizar y promover el conocimiento 
sobre las plantas medicinales a partir del diálogo intergeneracional. 
En lo agropecuario, han visto en la agrobiodiversidad una oportuni-
dad de adaptarse al cambio aprovechando el impulso que trajeron los 
programas de autoconsumo. Existen iniciativas que involucran la crea-
ción de huertas colectivas que implican esfuerzos organizativos como 
la creación de escuelas agroecológicas con intercambios de saberes 
y el diseño de sistemas agroforestales (Álvarez, Pabón y Ojeda, 2016). 
Igualmente, se están dando verdaderas alianzas estratégicas entre pue-
blos indígenas y campesinos, superando las diferencias históricas que 
los han enfrentado en la lucha por el territorio. En las orillas del río 
Meta en Puerto López, se han ideado formas de articulación entre pes-
cadores, campesinos e indígenas para el manejo sostenible de la pesca 
y de las tierras inundables para la agricultura (Universidad de los 
Llanos; Corporación Claretiana, comunicación personal, febrero del 
2016). Estas incluyen el diseño de calendarios de pesca, el intercambio 
de semillas y el préstamo de parcelas. Asimismo, se han creado inicia-
tivas para la comercialización de tejidos con base en materiales como 
la palma de moriche, de cumare y de iraca (El Tiempo, 2002), que pro-
mueven la transmisión de conocimiento a las nuevas generaciones y la 
generación de ingresos (Universidad de los Llanos, comunicación per-
sonal, febrero del 2016). A esto se suman los sistemas agrícolas eficien-
tes y sostenibles que los agricultores familiares desarrollan en Puerto 
López a pesar de la ausencia de políticas públicas integrales y muchas 
veces en condiciones precarias de acceso a mercados y a tierras, como 
lo documentaron Forero, León, Rodríguez, De Vargas y Yunda (2016).

Hacia una visión territorial consensuada 
y un rescate del patrimonio biocultural

El caso de los sikuanis en la altillanura refleja las expresiones y con-
flictos del encuentro de ontologías diversas. Los conflictos son producto 
de la imposición de una visión de relacionamiento con los ecosistemas, 
un sentido cultural moderno que define las prácticas de apropiación 
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de la naturaleza y que ignora el patrimonio biocultural que existe en 
los lugares que ocupa (Escobar, 2013, p. 82). En cierta forma, el caso 
sikuani es una manifestación de las luchas por una justa distribución 
ecológica, cultural y económica, en este caso representadas en la rein-
vención de sus relaciones con la tierra y de su memoria biocultural. 
El capital económico actúa en la altillanura de la mano de discursos 
que solo reconocen las concepciones modernas de la vida y de la pro-
ducción, en escenarios en los que se articula la economía y la violen-
cia de los procesos de acumulación por desposesión y de captación de 
rentas (Escobar, 2013, pp. 58-50).

Lo local, lo comunitario y lo colectivo no son una panacea ni 
deben verse abstraídos de sus propios conflictos de poder y relaciones 
internas de dominación. Sin embargo, para hacer frente a los discur-
sos que desconocen la pluralidad de visiones e intereses sobre la tierra, 
es necesario abrir espacios de análisis para las emergencias que se ori-
ginan en los lugares subalternos y marginalizados de los discursos de 
la modernidad (De Sousa, 2011). Esas emergencias pueden tomar for-
mas distintas, una de ellas es la memoria biocultural que se expresa en 
lugares o terruños en los que se crean ideas e innovaciones alternativas 
(Escobar, 2013, p. 66; Barrera y Toledo, 2014). Son espacios de relacio-
namiento entre ontologías diversas que crean alianzas y articulaciones 
en la acción, compartiendo el territorio como forma de permanencia 
y de defensa de sus sistemas de vida (Escobar, 2015). Ese es el caso 
de las iniciativas conjuntas entre grupos indígenas y campesinos en 
el Meta. Esas acciones tienen el potencial de generar redes autoorga
nizadas (Escobar, 2013, pp. 67-70) a partir de la coexistencia, el diálogo 
intercultural y el reconocimiento de la diferencia. Con ello, los pueblos 
son capaces de redefinirse en su identidad cambiante y promover la 
construcción mutua de lugares (Harvey, 1999, citado en Escobar, 2013, 
p. 111). Esa identidad híbrida y variable no es aislada de las dinámicas 
de la modernidad, por el contrario, se construye a partir de la asimi-
lación de aspectos de ella no siempre de manera violenta. La adquisi
ción masiva y el acaparamiento de tierras son formas de control de 
lugares y ocupación de ontologías mediante el control de espacios 
(Swyngedouw, 1997, citado en Escobar, 2013, p. 96). En ese sentido, 
la acción colectiva y las formas comunales de gestión de los territorios 
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son ejercicios de defensa del lugar a partir de la organización propia 
de las relaciones socioecológicas (Ostrom, 1990). 

El diálogo entre las ontologías campesinas y las de los indígenas 
sikuanis expresa un potencial de alianza estratégica alternativa de la 
agricultura familiar para el caso de la altillanura. A partir de la acción 
colectiva resultante se puede generar un contradiscurso frente a la idea 
generalizada de que la única forma de sobrevivir en esa región para los 
agricultores familiares es aliarse con la agroindustria bajo esquemas que 
resultan en relaciones asimétricas. De acuerdo con Forero et al. (2016), 
los discursos que ubican a la gran escala como única alternativa pro-
ductiva posible ignoran las evidencias de viabilidad de la agricultura 
familiar, su eficiencia económica y ecológica y su capacidad de generar 
ingresos y condiciones de vida dignas para los agricultores. Asimismo, 
las iniciativas de organizaciones sikuanis en torno al aprendizaje y la 
reinvención identitaria para lograr formas de agricultura y pesca sos-
tenibles son muestra del potencial de adaptación creativa frente a las 
transformaciones territoriales. 

Para que ese potencial latente pueda ser emergente es necesario 
pensar y crear las condiciones que lo viabilicen. La agricultura fami-
liar es un concepto integrador26 que permite analizar de manera no 
excluyente las posibilidades de lo colectivo y de la creación de nuevos 
bienes y recursos de uso común en contextos de encerramiento y de 
privatización territorial. En la agricultura familiar caben las econo-
mías campesinas, los sistemas de vida indígenas y afro, los territorios 
colectivos, las Zonas de Reserva Campesina y otras formas de orga-
nización territorial. La emergencia de los lugares como alternativas 

26	 El Comité de Impulso a la Agricultura Familiar en Colombia la define como 
la forma de realizar las actividades agrícolas, pecuarias, silvícolas, acuícolas 
y pesqueras que dependen fundamentalmente del trabajo familiar de hom-
bres y mujeres. Las familias agricultoras de Colombia carecen o tienen acceso 
limitado a la tierra, al capital, a bienes y servicios de la oferta pública y merca-
dos, realizan múltiples estrategias de supervivencia y generación de ingresos, 
presentan una alta heterogeneidad y existen en forma de subsistencia, tran-
sición y consolidada. La agricultura familiar y el territorio coevolucionan, 
combinan la dimensión económica, ecológica, política, social y cultural (ci-
tado en Martínez, 2015, p. 27). 
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de construcción plural de los territorios requiere de miradas integra-
doras y no esencialistas, que reconozcan las identidades cambiantes 
más allá de las definiciones culturales estáticas. Un ejemplo son los 
territorios interculturales que reconocen las diferencias y, a partir de 
ellas, buscan crear formas colectivas de gestión socioecológica, cogo-
bierno, mecanismos autónomos de resolución de conflictos y sistemas 
de vida común con nociones propias y consensuadas (Tobón, 2012; 
Salcedo, 2014). La construcción de formas colectivas y la recuperación 
de los comunes abren la puerta a una relación más equilibrada en los 
poderes que se ejercen sobre los territorios. La coexistencia de agri-
cultura familiar y la agroindustria puede pensarse desde la base de un 
reconocimiento de la diferencia. 

Esos sistemas híbridos y colectivos pueden dialogar con los mo-
delos unidimensionales de la modernidad siempre y cuando logren 
organizarse y actuar en red para ganar visibilidad y poder de nego-
ciación. La acción en red permite reinventar órdenes sociales, polí-
ticos y económicos a partir de la producción de conocimiento local 
(Escobar, 2013, p. 149) fundamentado en la memoria biocultural con 
sus creencias, saberes y prácticas. Las redes socioecológicas latentes 
y emergentes pueden concebirse más allá de los territorios en las que 
están asentadas y relacionarse con actores diversos como la academia 
y otras organizaciones, en búsqueda de apoyo para sistematizar expe-
riencias y generar conocimiento. Igualmente, pueden construir siner-
gias con sectores del Estado aprovechando los espacios que se abren 
no solo por el accionar individual de funcionarios, ong, academia 
y organizaciones, sino también gracias a la existencia de sistemas de 
gobernanza favorables a la diversidad. Tal es el caso de la Constitución 
del 91 que señala caminos de participación en la toma de decisiones, 
establece la consulta previa como derecho fundamental, en armonía 
con tratados internacionales como el Convenio 169 de 1989 de la oit 
sobre la autonomía y la participación de los pueblos indígenas en las 
decisiones que influyen no solo en sus territorios sino también a nivel 
nacional (Roldán y Sánchez, 2013, p. 225). 	  

La interculturalidad no significa rechazar las figuras legales exis-
tentes, como los territorios colectivos, las Zonas de Reserva Campesina 
y los resguardos. Estos cumplen un rol importante en limitar y regular 
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la expansión del modelo de privatización de los derechos sobre la 
tierra, permitiendo espacios construidos bajo otras lógicas de relacio-
namiento socioecológico. Las disposiciones, como la Ley 160 de 1994 
(el capítulo xiii sobre Zonas de Reserva Campesina y el capítulo xiv 
sobre resguardos indígenas) y la Ley 70 de 1993 (sobre los territorios 
colectivos para comunidades negras), permiten a las poblaciones en-
contrar herramientas de defensa de sus derechos y territorios y junto 
a ellas desarrollar formas propias de gestión territorial y coexistencia 
con la diversidad. 

Otros instrumentos legales relevantes son la Ley 1037 del 2006 que 
adopta la Convención de la Unesco para la Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial, la Ley 397 de 1997 y la Ley 1185 del 2008 que dan 
lineamientos generales para la gestión y protección del patrimonio 
cultural de la nación, y la Ley 164 de 1994 que ratifica en Colombia 
el Convenio sobre la Diversidad Biológica de las Naciones Unidas. 
Este marco normativo, con sus respectivos decretos reglamentarios, 
incluye la defensa de los conocimientos locales, los paisajes cultura-
les, los usos y prácticas producto de las relaciones históricas de los 
pueblos con sus territorios. En ellos se menciona la generación autó-
noma y local de conocimiento, la gestión propia y el respeto por la 
diferencia, así como las obligaciones del Estado para su salvaguarda 
(Ministerio de Cultura, 2010).

Sin embargo, estas figuras se deben poner en contexto para no idea-
lizarlas ni volverlas estáticas27 y, en cambio, verlas como construcciones 
jalonadas por las vivencias e iniciativas que surgen en lo local en diálo-
go y en conflicto con el Estado28. En particular, el enfoque diferenciado 
inherente a la Constitución del 91 puede llevar a miradas territoriales 
fragmentadas fundamentadas en sentimientos de pertenencia a grupos 

27	 Por ejemplo, la Ley 160 de 1994 nace en el marco de la implementación del 
modelo de mercado asistido de tierras en Colombia.

28	 Verbigracia, la figura de Zonas de Reserva Campesina surge en el capítulo xiii 
de la Ley 160 de 1994 producto de luchas históricas del campesinado durante 
la primera mitad del siglo xx, cuyo origen se remonta, según Darío Fajardo 
(2014), a los territorios de resistencia durante la Colonia y en los primeros pe-
riodos republicanos, tales como las rochelas y los palenques.
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culturales particulares que han sido construidos social y políticamen-
te. De ahí la importancia de abrir espacios para la emergencia de po-
sibilidades de alternativas basadas en diálogos interculturales y en la 
reflexión autocrítica para el enriquecimiento de las experiencias co-
lectivas (De Sousa, 2011). Esas alianzas para las emergencias a partir 
de la acción en red pueden crear un contrapeso significativo a los dis-
cursos y acciones que simplifican e ignoran las realidades territoriales.

Conclusiones
El marco de análisis propuesto en este capítulo permite poner en con-
texto los impactos y transformaciones de las relaciones con la tierra 
causados por las tendencias de las adquisiciones masivas. Estas son 
manifestaciones de las necesidades del capital económico global de en-
contrar nuevas fuentes de inversión para hacer frente a los problemas 
de sobreacumulación, aprovechando la confluencia de crisis alimen-
taria, ambiental, energética y económica. Estos movimientos tienen re-
laciones con los Estados, las políticas, los capitales y grupos de interés 
nacionales a distintas escalas, que se relacionan con la concentración 
histórica de la tierra, como en el caso colombiano, en búsqueda de cap-
tación de rentas económicas. Los procesos de acumulación, acapara-
miento y despojo reconfiguran los espacios geográficos, utilizando los 
esquemas de privatización y las falencias del sistema de mercado de 
tierras causadas por relaciones de poder. Las realidades territoriales 
son ignoradas por los discursos que promueven las inversiones y que 
construyen imaginarios de tierras vacías y disponibles. 

Los planteamientos conceptuales de este estudio permitieron descri-
bir, a partir del marco de análisis propuesto y el estudio del caso de las 
comunidades indígenas sikuanis en la altillanura colombiana, algunas 
manifestaciones de las transformaciones en las realidades territoriales 
ocasionadas por las inversiones masivas que generan encerramientos 
de los bienes comunes. Con ello, se da continuidad a las reflexiones 
presentadas en el marco conceptual y metodológico presentado en 
Vega et al. (2017), proponiendo aspectos de análisis conexos con las 
relaciones sociales y ecológicas que constituyen esas realidades loca-
les. El desarrollo de investigaciones en este sentido permite visibilizar 
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las geografías del lugar y los potenciales de adaptación y persistencia 
de los terruños que son construidos por las sociedades en su relación 
cotidiana e histórica con los territorios y paisajes. De esta manera, se 
puede equilibrar la información y el conocimiento sobre el patrimo-
nio biocultural y las ontologías diversas que se relacionan con los lu-
gares, anteponiéndolos a las manipulaciones y discursos que intentan 
ignorar las realidades geográficas y culturales. 

La investigación puede también articularse con las iniciativas de 
alianzas estratégicas latentes y emergentes de la agricultura familiar, 
contribuyendo a la conformación de nuevos procesos de producción 
y valoración de conocimientos y saberes (De Sousa, 2011). Con ello, se 
pueden facilitar articulaciones interculturales que fundamenten nuevas 
configuraciones colectivas basadas en dimensiones ontológicas diver-
sas que se expresan en los lugares y en formas de cogobierno y gestión 
territorial (Escobar, 2013). Esas dimensiones son formas de amortiguar 
el impacto del encerramiento de los comunes causado por la expansión 
de los monocultivos agroindustriales, que además de ocupar territorios 
también ocupan ontologías (Escobar, 2015). La investigación produc-
to de la alianza entre las poblaciones y la academia, jalonadas por el 
diálogo intercultural, permite hacer visibles las alternativas disponi-
bles y las alternativas posibles abriendo espacios para realidades sor-
prendentes que hasta entonces han sido silenciadas (De Sousa, 2011). 

Además de las necesidades de implementar mecanismos de regula-
ción de la inversión extranjera, registro de las adquisiciones de tierras, 
estrategias para evitar la especulación y el uso improductivo, el análisis 
de riesgos de impactos socioambientales, la garantía de derechos labo-
rales y de contratos justos y equilibrados (Barberi, Castro y Álvarez, 
2013; Bermúdez, 2012; icp, 2012; Vega et al., 2017), el marco de análi-
sis aquí propuesto evidencia la necesidad de apoyo y reconocimiento 
a las alternativas de gestión territorial que los habitantes construyen 
en su cotidianidad. La apertura de esos espacios puede apoyarse en 
los sistemas de gobernanza existentes a distintos niveles, tales como 
los marcos normativos y legales derivados de la Constitución de 1991, 
incluyendo las leyes relacionadas con los territorios colectivos, resguar-
dos y Zonas de Reserva Campesina, y la salvaguardia del patrimonio 
cultural inmaterial. A su vez, la exigencia de cumplimiento de estos 
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marcos, que reconocen el pluralismo cultural y sus derechos territo-
riales, ayuda a dinamizarlos a partir de la acción colectiva y a estable-
cer rutas de diálogo con los sectores del Estado. La construcción de 
alternativas con base en la recuperación y recreación de la memoria 
biocultural es una forma de materializar el enfoque territorial para la 
implementación del Acuerdo de Paz de La Habana29 y también una 
forma de defender la permanencia y el derecho al territorio de los gru-
pos sociales y agricultores familiares que lo habitan. 

La generación de condiciones para la emergencia de territorios 
plurales con base en alianzas estratégicas de la agricultura familiar 
y el reconocimiento de la diferencia pueden contribuir a contrarrestar 
el encerramiento de los comunes y crear nuevas formas de gestión 
colectiva que aporten soluciones viables para superar las crisis múl-
tiples socioeconómicas, ambientales, energéticas y alimentarias y sus 
repercusiones en Colombia. 
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